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SITUACIÓN CARCELARIA 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 11 de diciembre de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Edgar Bellomo (ad hoc). 
MIEMBRO: Señor Representante Guillermo Chifflet. 


INVITADOS: Grupo Tripartito para el Mejoramiento del Sistema Carcelario, integrado por los señores y las 
señoras Inspector General (R) Luis Suárez Segovia, Director de la Policía Nacional; 
Inspector Principal (R) Enrique Navas, Director Nacional de Cárceles, Penitenciarias y 
Centros de Recuperación; Oscar Ravecca y Cristina Gil, Presidente y Directora del Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados, respectivamente; doctor Eduardo Lenzi y maestro 
Juan Carlos Díaz Serra, Gerente y Director del Programa Educativo Laboral del Centro 
Nacional de Rehabilitación, respectivamente; doctora Claudia Arriaga, Directora del Área 
Estadística del Ministerio Público y Fiscal; doctor Liborio Lagos, en representación del 
Colegio de Abogados y doctor Guillermo Payseé, en representación de SERPAJ. 


SEÑOR PRESIDENTE Bellomo (ad hoc).- Está abierta la reunión. 


(Es la hora 10 y 45) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Grupo Tripartito de Trabajo para el Mejoramiento del 
Sistema Carcelario, integrado por el Inspector Suárez Segovia, Inspector Enrique Navas, por el 
Ministerio del Interior, la doctora Claudia Arriaga, por la Fiscalía, el profesor Oscar Ravecca, la 
señora Cristina Gil, el doctor Eduardo Lenzi por el Patronato de Encarcelados y Liberados, el maestro 
Díaz Serra por Centro Nacional de Rehabilitación y el doctor Guillermo Payssé, por SERPAJ. 


Antes de proseguir, quiero señalar que en ausencia del Presidente de la Comisión por uso de licencia, quien 
habla, señor Diputado Bellomo, va a cumplir provisoriamente por la jornada de hoy la tarea de coordinar y 
moderar la reunión. 


En día de hoy, la doctora Arriaga nos brindará un informe. 


SEÑORA SECRETARIA.- Quiero informar que de acuerdo a lo dispuesto en la reunión anterior se dio 
cumplimiento a lo resuelto y se envió al Ministerio de Economía y Finanzas la nota con los 
antecedentes que presentó el Patronato de Encarcelados y Liberados en relación a la temática de 
EMAUS. 


SEÑOR CHIFFLET.- El proyecto de Procurador Parlamentario para el sistema carcelario está 
aprobado, inclusive, promulgado por el Poder Ejecutivo, pero no tengo información acerca de cuándo 
va a comenzar el trabajo de la Comisión. Debemos recordar que va a llevar algún tiempo, porque 
debemos escuchar a las distintas organizaciones, las propuestas de candidatos, además tiene que haber 
un acuerdo de partidos, porque el designado será por consenso, por tres quintos de votos de la 
Asamblea General. Me gustaría que a partir de hoy pudiéramos tener alguna información acerca de 
cuándo se va a procesar esto, que creo depende del Vicepresidente de la República, Presidente de la 
Asamblea General. 


SEÑORA SECRETARIA.- En su momento se habló de que el problema estaba en los sectores que 
tienen que designar a los delegados para integrar la Comisión. Los sectores de todos los partidos 
políticos han sido convocados para que acuerden en sus bancadas quiénes van a ser los representantes 
ante la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que la señora Diputada Percovich y el señor Diputado Chifflet 
ya están designados. 


SEÑOR CHIFFLET.- Hablaremos con los partidos. 


Creo además que las distintas organizaciones de derechos humanos -el Patronato de Encarcelados y 
Liberados, el Centro Nacional de Rehabilitación- pueden proponer candidatos de acuerdo al proyecto. 
Considero que deberíamos volver a leerlo y, si es necesario, escucharemos candidaturas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que el Presidente de la Comisión, el señor Diputado 
Scavarelli, cuando ocupó la Presidencia de la Cámara se contactó con el Presidente de la Asamblea 
General, el senador Hierro López, a efectos de agilitar este trámite. La información que tenemos es que 
no ha sido designada la totalidad de los miembros que tendría que formar esa Comisión. Reitero que 
en el caso de la Cámara de Diputados y de nuestra fuerza política, la señora Diputada Percovich yel 
señor Diputado Chifflet serían nuestros representantes. Sería bueno viabilizar el asunto enviando la 
versión taquigráfica de esta sesión al señor Presidente de la Asamblea General, y consultar a los otros 
sectores a nivel político partidario. Por lo tanto, considero que la inquietud del señor Diputado Chifflet 
corresponde. Además, no podemos reprochar nada al Poder Ejecutivo porque esto es competencia de la 
Asamblea General. 


Aprovecho esta oportunidad para dejar constancia de una preocupación que se nos ha trasmitido, sobre la que 
tal vez el Inspector Navas pueda hacer alguna aclaración o puntualización. Algunos familiares de reclusos 
nos han planteado que, sobre todo en COMCAR, se les generan dificultades con el chequeo previo a la visita 
y, en muchos casos, con la parte administrativa del registro de datos, lo que lleva a algunas demoras de 
alrededor de dos horas, que han significado un mayor perjuicio fundamentalmente para niños y mujeres. 


Teniendo en cuenta la cercanía de las fiestas de fin de año, que en general implican una mayor afluencia en 
las visitas, queremos preguntar al señor Inspector Navas -que seguramente habrá tomado recaudos- si se 
puede tomar alguna medida en aras de la efectividad, eficiencia y agilidad en el trámite. Nos consta que a 
veces el propio personal con que cuenta la Dirección no es totalmente idóneo o que no en todos los casos 
tiene la necesaria agilidad de escritura, etcétera; también sabemos que son muchas las anotaciones y controles 
que se deben ejercer ante esta cantidad de gente. 


Queríamos trasladar esta inquietud el Inspector Navas para analizar si es posible agilitar este aspecto de aquí 
a fin de año. 


SEÑOR NAVAS.- La afirmación realizada es totalmente correcta; eso ocurre los fines de semana y hay 
dos o tres razones que están incidiendo. La primera de ellas es que se ha renovado prácticamente todo 
el personal por reiterados incidentes con la visita y estamos preparando gente nueva. También se han 
constatado algunas irregularidades frente a las cuales se ha procedido, pero el problema es que formar 
gente para esa tarea no es fácil. 


Esa situación se complica aún más los sábados y domingos porque el COMCAR no tiene organizado el 
sistema de visitas como debería; ahora ya no se puede hacer porque estaríamos restringiendo la cantidad y la 
carga horaria de las visitas, y eso causaría un impacto negativo en la población reclusa y en los familiares. 
COMCAR tiene cuatro visitas semanales de jornada completa cuando debería tener visitas por módulo, en 
forma organizada, ya que así se evitarían las grandes colas y las esperas. También debemos tener en cuenta 
que los familiares llevan bolsas gigantescas porque, como todos saben, ya que los víveres no alcanzan hemos 
liberado el paquete, y la gente lleva bolsas llevas de víveres y los reclusos cocinan. Entonces, no solo hay que 
revisar a la persona sino al paquete, y a todos los que van a visitar a cada recluso, que son varias personas, no 
se trata de una visita por recluso, sino que va la esposa, su madre, su hijo o sus hijos, y eso implica que se 
junte un montón de gente. Los días de semana la demora es aceptable y no se provocan molestias, pero los 
fines de semana hemos contabilizado más de 2000 personas y en un caso constatamos 2.500. Se trata de 
números exorbitantes y si sumamos los 3.000 reclusos tenemos 5.500 personas allí dentro. La situación es 
realmente inmanejable y no tiene solución. La única salida sería -como lo hablé con los familiares varias 
veces- decir a los familiares que damos uno o dos días a cada módulo y fragmentamos la visita, pero ellos no 
aceptan eso y quieren la visita completa, los cuatro días de la semana, y yo no quiero chocar con los 
familiares. Por lo tanto, hemos tratado de hacerles razonar en cuanto a que van a tener que armarse de 
paciencia porque por razones de seguridad no podemos abrir las puertas y dejar que entren todos. Siempre 
hubo una circulación determinada de droga, de dinero y de otros objetos ilícitos y si liberalizamos más los 
controles -que actualmente están muy restringidos, aunque ya se han flexibilizado- corremos riesgo de que se 
incremente el tráfico del contrabando carcelario. Si liberalizamos los controles más de lo que ya se han 
liberado, es mucho el riesgo que corremos y será en perjuicio de los propios reclusos. Por lo tanto, no existe 
una solución. 


Las soluciones estructurales serían las siguientes. Una sería que el COMCAR tenga la población reclusa que 
debe tener; esa sería la verdadera solución, no puede tener casi tres mil presos sino que no más de mil. Otra 
sería que se fragmente la visita, lo que ya dijimos que es inaplicable. Esta es una medida que hoy se aplica en 
el Penal de Libertad sin problema. Es una unidad que nació de nuevo y cuando se organiza algo desde cero de 
entrada se pueden marcar las normas; hoy por hoy allí cada módulo tiene un día rotativo, un día toca el 
martes, otro el jueves, otro el sábado, otra semana el domingo y a eso todo el mundo está adaptado. En 
cambio, en COMCAR la gente no se va a adaptar a esa medida, por lo que lamentablemente es algo que no 
tiene solución. En este sentido, yo no puedo prometer una solución; la hemos estudiado por todos lados pero 
no lo vemos posible si queremos preservar los niveles mínimos de seguridad. Por más que sea un penal de 
media no podemos aflojar los controles. 


A tal punto ha llegado esta preocupación que hoy en día el personal ejecutivo de oficina -que son la mayoría 
porque los administrativos están todos en comisión- trabaja sábados y domingos, cosa que nunca se hizo en la 
historia de institutos penales y les digo más: de la Policía uruguaya. Esos ejecutivos, a los que se les dio 
instrucción porque la mayoría no la tenía, hacen servicio de recargo los sábados y domingos para contar con 
más personal en la revisoría y agilitar. Pero aun así, por más personal que pongamos, es como un embudo. Si 
hay mil personas y veinte para controlar, entre hombres y mujeres, no se puede, es totalmente imposible. Esta 
es una de las consecuencias negativas de la sobrepoblación que en el caso del COMCAR es la más alta del 
Uruguay. La densidad carcelaria del complejo de Santiago Vázquez es del orden del 316% -aunque ahora 
trepó al 319%- y decíamos que la tasa crítica, la aceptada como máximo es 120%. 


Cuando la Comisión lo disponga, quisiera brindar un breve informe sobre mi estadía en Gendarmería de 
Chile por invitación del Director Nacional de Gendarmería. Allí estuve una semana y quisiera brindar a la 
Comisión algunos aspectos acerca de organización y funcionamiento de esa importantísima institución 
penitenciaria de América. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendo perfectamente y es más: coincidimos y sabemos que esa es la 
realidad. El esfuerzo iba orientado sobre todo no tanto a la parte de seguridad, que es algo 
comprensible y lógico. Pensábamos con algunos de los familiares, porque no todos tienen los mismos 
planteos ni las mismas perspectivas, si por el lado administrativo se podría agilitar -sabemos de las 
dificultades que existen y de los funcionarios con que no cuenta-, por ejemplo, el control de cédulas 
para que no se demorase tanto. Decimos esto solo como una sugerencia. 


SEÑOR NAVAS.- Quizás se podría habilitar un libro más; déjeme estudiarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, adelante con el informe que tenía previsto brindar. 


SEÑOR NAVAS.- La semana pasada, por invitación del Director Nacional de Gendarmería, en ocasión 
del septuagésimo tercer aniversario de la creación de esa institución penitenciaria, fui invitado a un 
seminario de Directores Nacionales de casi toda América Latina. 


Lo más importante que quería resaltar es lo siguiente. Como se sabe, nosotros presentamos un borrador de 
trabajo que aspira a ser algún día un anteproyecto de ley de creación del cuerpo penitenciario uruguayo y, 
precisamente, el modelo que tomamos fue el de Gendarmería, por lo que nos interesaba muy en particular. 
También nos interesaba gran parte del contenido de la ley orgánica del Servicio Penitenciario Federal, que es 
el que le sigue. Si los pudiera clasificar por su profesionalidad, en América Latina pondría en primer lugar a 
Gendarmería y en segundo lugar, al Servicio Penitenciario Federal Argentino, que indudablemente tiene un 
nivel excelente. Estoy hablando de la preparación profesional y de la organización, no de otros aspectos. 


Lo que vimos en Gendarmería es que en la práctica tiene una organización excelente, una formación de 
primera. Tiene una escuela que da dos tipos de cursos: por un lado, una formación de vigilantes 
penitenciarios, cursos de pasaje de grado para personal subalterno; por otro lado, para personal superior, 
tienen un curso de formación de oficiales que actualmente, por la gran demanda que existe tuvieron que bajar 
su duración de tres a dos años. Es el curso de cadetes o aspirantes -como le llaman ellos- para oficial 
penitenciario. 


Al igual que nosotros ellos han tenido un incremento en el índice delictivo y están encarando un plan de 
construcciones que es otro aspecto super interesante. ¿Cómo hacen ellos para encarar las construcciones 
penitenciarias? Han estudiado todos los sistemas del mundo y eligieron el francés, que es un sistema de 
concesiones por el cual la deuda prácticamente la tiene la empresa privada y en una suerte de "leasing" la 
administración penitenciaria va pagando una cuota cómoda y a veinte, veinticinco o treinta años termina 
siendo propietaria del complejo penitenciario. Ellos estuvieron en todos los modelos de construcción 
penitenciaria, en Inglaterra, en España, en Francia, en Estados Unidos -tienen todo un departamento que se 
especializa en arquitectura penitenciaria- y llegaron a la conclusión de que el mejor modelo de construcción 
es el de los complejos, pero en base a un conjunto de unidades pequeñas que oscila entre doscientos hasta un 
máximo de cuatrocientos internos. Es decir que en cada complejo el módulo es concebido como una unidad 
básica podríamos decir que con determinada autonomía- pero que a su vez es dirigida por un programa 
central que lo hace el alcalde, que en algunos casos es un inspector o coronel inspector, como dicen ellos, 
debido al gran volumen de reclusos que puede llegar a tener: 1200, 1300 y hasta 1500, pero de eso no pasa. 


También han tercerizado el servicio de alimentación y ahora están tercerizando el servicio médico. El ahorro 
que los contadores y la auditoría han detectado es increíble. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Con la tercerización mejoraron la calidad y la disponibilidad de recursos alimenticios. Además, 
unificaron a tal punto que desde el alcaide hasta el último vigilante y toda la población reclusa comen 
el mismo menú. 


Recorrimos el complejo penitenciario y analizamos aspectos como seguridad, administración interna, 
clasificación y segmentación. Comprobamos que han desarrollado una nueva metodología muy buena, que 
pienso pasar a Criminología para ver si la podemos aplicar, que plasma mejor lo que es la aplicación del 
principio de progresividad. Vine muy entusiasmado. 


Por primera vez, después de tanto pedir apoyo, Uruguay obtuvo dos becas para el curso de cadetes de 
oficiales penitenciarios, con posibilidad de solicitar alguna más. Egresan con el grado de oficial sub-alcaide. 
A eso hay que sumar dos becas que conseguimos con el Director Nacional del Servicio Penitenciario 
argentino para el curso de tres años de la Escuela Penitenciaria de la Nación, en Buenos Aires. 


Quiere decir que vamos a tener cuatro cadetes becarios, sin perjuicio de los diversos cursillos en distintas 
especialidades. El primero, que ya tenemos concedido, es un cursillo antimotines. Han desarrollado mucha 
preparación con elementos no letales y disuasivos, la negociación, etcétera. Están muy avanzados en eso. El 
otro va a ser referido al trabajo de criminología, es decir cómo se hace la clasificación y la segmentación. Son 


experiencias muy importantes que esperamos, poco a poco, ir incorporando al servicio penitenciario 
Uruguayo. 


Lo importante de todo esto es que no le va a traer costos al Estado. Sé que hay una disposición del Poder 
Ejecutivo de que ninguna beca ni curso puede tener costo. Estos costos los vamos a asumir en la Dirección 
Nacional de Cárceles. Entre todos los oficiales vamos a pagar a los futuros cadetes los costos menores, tales 
como viáticos, uniformes, manuales. Los costos mayores, que son la capacitación, el alojamiento y el 
racionamiento, lo va a asumir la Gendarmería o el Servicio Penitenciario Federal, según sea el destino del 
cadete. 


Estas son grandes noticias para nosotros, porque tendemos a la añorada profesionalización penitenciaria, 
sobre todo ante la realidad de nuestra Escuela Nacional de Policía, donde nos han cortado totalmente la 
escasa carga horaria de enseñanza penitenciaria. En virtud de que en nuestra Escuela solo se producen 
oficiales policiales y no penitenciarios, con esto nos aseguramos que a mediano plazo vamos a contar con 
oficiales penitenciarios graduados en instituciones de reconocida versación en la materia. 


Voy a hacer circular tres folletos. El primero de ellos refiere a la Escuela de Gendarmería en la parte de 
formación básica; se trata del curso de vigilantes y dura un año. Luego está el curso de aspirantes o de 
cadetes, que actualmente es de dos años. Por la demanda, les acaban de votar 3.150 plazas entre oficiales y 
personal subalterno para cubrir el servicio de gendarmería en los nuevos complejos penitenciarios, de los que 
hay varios en marcha. Piensan combatir totalmente la sobrepoblación con estas nuevas construcciones 
penitenciarias, acompañando también con medidas alternativas a la prisión. Ya tienen aprobada la libertad 
vigilada y el oficial de libertad vigilada -algo así como el "parole officer" y el "probation"-, y está 
incorporado en la reforma procesal penal de Chile. La gendarmería trabaja mano a mano con el Poder 
Judicial. No hay feudos, no existe el fenómeno de la chacra y, en definitiva, depende del Ministerio de 
Justicia. 


Además, año a año realizan una exposición donde muestran todas las actividades penitenciarias, nada menos 
que frente al Palacio de la Moneda, en la Plaza de la Constitución, a la cual asiste el propio Presidente de la 
República, doctor Ricardo Lagos. 


Esto es una síntesis de lo que quería decir, en el sentido de que resultó muy fructífera la concurrencia a este 
seminario al que nos invitó el Director Nacional de Gendarmería, con quien quedamos en contacto 
permanente para ir enviando distintos grupos a especializarse. 


SEÑORA ARRIAGA.- Quiero trasmitir el saludo del señor Fiscal de Corte en ocasión del Día 
Universal de los Derechos Humanos, que fue ayer. Felicita y reconoce a la Comisión por la 
trascendente labor y, en especial, al Grupo Tripartito de Trabajo. Asimismo, mantiene el ofrecimiento 
de colaboración permanente en lo que a las competencias de la Fiscalía corresponda. 


En la sesión pasada ofrecimos traer algunos datos de interés sobre el tema de la evolución de los reclusos en 
el sistema carcelario, y para ello nos basamos en distintas fuentes. Algunos números surgen de la propia 
Dirección Nacional de Cárceles, facilitados por el doctor Payssé, y otros del Ministerio Público a través del 
centro de apoyo. 


Voy a empezar con la evolución de los memorándums diarios en Montevideo. Los memos policiales que 
llegan al sistema judicial, es decir aquellas denuncias ante el sistema policial que se procedimentalizan 
judicialmente, por disposición judicial van directamente al Centro de Instrucción Criminal, ya sea a través de 
una conducción o un emplazamiento. 


Tenemos datos propios y confiables de cuatro años, con el promedio diario de memos que llegan al SIC. En 
el año 2000 fueron 16,2; en el 2001, 17,9; en el 2002, 19,9, y hasta noviembre de este año el promedio es de 
21,8 memorándums diarios. Esto hace a la evolución criminal en general, no a cómo se distribuyen 
internamente esos memorándums o en cuál decisión judicial terminan. 


La distribución final de la decisión judicial sobre estos memos se mantiene incambiada, apenas con un 1% o 
2% de diferencia. Podemos decir que un poco más de la mitad -un 51% o 52%- de estos memos terminan en 
procesamiento, y la otra mitad se divide entre presumarios y clausuras. De esa mitad que llegan a ser 


procesados, un 60% o un 65% lo es con prisión y un 35% o 40% sin prisión. Este año, de esos 22 memos por 
día hay más o menos 11 procesados por día, de los cuales 6 o 7 lo son con prisión y 4 o 5 sin prisión. 


En cuanto a las personas procesadas por día con prisión, tenemos una gráfica que examina mes a mes el 
promedio desde octubre del año 1999 hasta noviembre de 2003. Es decir que hay cuatro años completos 
procesados, que nos indican que por más que haya habido altibajos y que esa línea no sea totalmente 
rectilínea, la tendencia lineal es ascendente. Decimos que es una tendencia rectilínea y que no creemos que 
tenga otra distribución de probabilidades. Creemos que sí es una tendencia de regresión lineal, donde tuvimos 
un mínimo, en el comienzo del Período, en octubre o noviembre de 1999, de 4,3 personas procesadas por día 
con prisión, hasta un máximo que llega en esta época, a mediados de este año, a 8,6, es decir, el doble. Este 
es un problema más que conocido por el Director Nacional, que sabe que tiene el doble de presos que hace 
cuatro años. Lo que nos indican los números es que este proceso parecería seguir, aunque hay una última 
zona, desde agosto de 2002, en que podríamos decir que por las idas y venidas de ese diagrama de puntos se 
llegó a una especie de meseta. No estamos seguros de que sea así. La tendencia es ascendente, pero creemos 
que con un poco más de datos, es decir, visto esto a mediados del año que viene, a lo mejor la inclinación de 
la recta disminuye. De todas maneras, 8,6 presos por día es un volumen que, obviamente, el sistema parecería 
no poder absorber. Ese promedio fue el máximo, pero otros meses llega a7 0a 8. 


En lo que tiene que ver con el aumento de la población reclusa en general, podemos decir que los datos de 
1984 y 1994 nos fueron proporcionados por el doctor Payssé de un estudio científico que tenía, con datos que 
creemos que eran de la Dirección Nacional. En este cuadro, lo tratamos de relacionar con la población total 
del Uruguay. Los datos de la población del Uruguay son del Instituto Nacional de Estadística. Se trata de 
proyecciones y algunos de ellos están muy cercanos a los censos, por lo que son datos casi exactos. En estos 
veinte años -pusimos 2004 porque estamos solo a quince días de comenzarlo; creemos que ese será el 
volumen de reclusos para principios de año-, la cifra de la Dirección Nacional era de 7.050, pero teníamos la 
duda de si La Tablada estaba incluida o no, con unos 150 más y los 80 del CNR, por lo que redondeamos en 
7.300. Entonces, la relación entre la población del Uruguay y la población reclusa, obviamente, no mantiene 
la misma proporción. Mientras que la población del Uruguay en estos veinte años aumentó un 14%, la 
población reclusa se cuadriplicó. En esa tasa que está calculada allí, cada cien mil habitantes teníamos 
sesenta y cuatro en 1984, ciento uno en 1994 y, actualmente, tenemos doscientos dieciséis reclusos cada cien 
mil habitantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien estos son parámetros que internacionalmente se miden en relación 
con cada habitante, yo hago un enfoque todavía más pesimista, porque habida cuenta de que hace poco 
se consultó al cuerpo electoral, cuyo padrón es de dos millones cuatrocientos mil y los que aquí van en 
general se corresponden por edades con la condición de ciudadano, en realidad nosotros ya no tenemos 
2,16 por cada mil habitantes, sino que tenemos en esta situación 3 por cada mil ciudadanos habilitados. 
Son los mismos datos enfocados desde otra óptica por una cuestión etaria y de habilitación. 


(Ingresa a Sala el doctor Liborio Lagos, representante del Colegio de Abogados) 


SEÑORA ARRIAGA. Si uno lo mide en cuanto a la población que puede acceder al sistema, en ese 
caso, por supuesto, la proporción aumenta. El incremento que tenemos es sustantivo en estos últimos 
diez años. Es decir que subió casi un 60% en la otra década, de 1984 a 1994, pero en esta última década 
el aumento fue de un 114%. Si bien el aumento de la población reclusa se da como lo venimos viendo y 
el aumento de la criminalidad se podría estudiar como lo vimos al principio en cuanto a la cantidad de 
memorándums diarios que se trabajan en Montevideo -nos estamos refiriendo, en general, a 
Montevideo, salvo cuando hablamos de la población reclusa nacional-, más importante todavía para el 
sistema carcelario es la evaluación de la población reclusa por delitos inexcarcelables, que son aquellos 
de larga estadía. Entonces, en cuanto a esta evolución, que pudimos medir desde 2000 hasta acá, 
teníamos 1.120 en mayo de 2000 y llegamos hoy a 1.564. O sea que tenemos cuatrocientos cuarenta y 
pico de presos más de permanente estadía en el sistema carcelario en un período de tres años ¿Qué 
pasaba antes de que se aprobara la Ley N” 17.243 relativa al agravamiento de los mínimos punitivos de 
la tentativa de rapiña y del hurto agravado? No tenemos la certeza de cómo venía la gráfica 
previamente, porque nuestro Centro de Apoyo se instala en setiembre de 1999 y los datos anteriores 
pertenecen al sistema judicial, del cual todavía no hemos podido extraerlos de manera fehaciente 0, por 


lo menos, comparable con nuestra información. Sí sabemos que a partir de esa fecha el ascenso fue 
continuo, porque dentro de esos delitos inexcarcelables pasó a incorporarse estos dos tipos delictivos. 


También tenemos esa tendencia lineal que se muestra a través de la línea punteada que nos dice que esto 
sigue en aumento. El dato de 1.564 es al 30 de noviembre. 


Dentro de esa población, por delitos inexcarcelables ¿cómo se da la tendencia del hurto agravado? Ya lo 
habíamos presentado en anteriores oportunidades en este mismo grupo tripartito. Quisimos no hacer un 
diagnóstico tan a largo plazo, como lo habíamos hecho en otro momento, hasta julio de 2005, porque vemos 
que puede ser que la línea no se siga inclinando de la misma manera. Entonces, vamos a hacer un pronóstico 
únicamente a un año. Si el hurto agravado antes de la ley representaba dentro de la población reclusa por 
delitos inexcarcelables un 4%, hoy representa un 16%. Prevemos que para noviembre del año próximo, 
representará un 19%, es decir, que casi la quinta parte de la población reclusa está allí por el delito del hurto 
agravado. No conocemos en Latinoamérica otro sistema penal que castigue el hurto con una pena de 
penitenciaría. 


En cuanto a la tentativa de rapiña, que es otro delito importante que también se agravó -también lo hicieron 
algunas otras figuras como el atentado violento, pero que no cambió los números-, hubo un ascenso, no tan 
pronunciado como en el caso de hurto, pero también representaba un 4% antes de la Ley N* 17.243 y al día 
de hoy representa un 10%. Se puede pronosticar que para fines del año próximo estará cerca del 11% o del 
12%. Si entonces miramos, de la población reclusa por delitos inexcarcelables, cuál es el porcentaje total de 
estos dos tipos delictivos, estamos en un 31% o 32%. Es decir que la tercera parte de la población reclusa 
estable el año que viene será por estos dos tipos delictivos. 


Queríamos relacionar todo este tema de la población reclusa por delitos inexcarcelables con el tema 
fundamental de la duración razonable del proceso. Está reconocido por instrumentos internacionales - 
ratificados por ley- que es un derecho humano acceder a un proceso penal con una duración razonable. Este 
concepto no ha sido definido judicialmente ni tampoco legislativamente; podemos decir que es un concepto 
jurídico de los indeterminados, pero que para cada lugar y tiempo puede establecerse con una cierta 
precisión. En nuestro país, y en las condiciones en las que está el sistema judicial uruguayo, no vemos otra 
manera de fijar la razonabilidad más que intentando ver cuál es el promedio de la duración de los procesos de 
todos los juzgados penales en Montevideo nuevamente. Siempre refiero a Montevideo no porque no me guste 
dar el dato nacional, sino porque no lo tenemos todavía. Quizás dentro de uno o dos años podamos acceder al 
dato nacional. 


Se hizo un análisis exhaustivo de estos seis años, hacia atrás desde 1998 hasta la fecha, de todos los procesos 
por delitos inexcarcelables y mediante un sistema informático implementado en Fiscalía logramos determinar 
la duración exacta de cada uno de todos esos procesos, desde el auto de procesamiento hasta la sentencia de 
primera instancia. No es que el proceso penal no siga en segunda instancia y que la duración razonable no 
debiera abarcar también a la segunda instancia. Quisimos circunscribirlo a la primer instancia porque es la 
certeza O la casi certeza del procesado de cuál es la pena por la cual se le está solicitando prisión. Y llegamos 
a la conclusión de que la actual duración promedio del proceso penal en primera instancia es de un año y 
medio. Era mayor; hace 4 años era mayor, de un año y diez meses. Se ha reducido más o menos en unos 
cinco meses el proceso. Esta reducción se explica hasta el día de hoy porque la sobrecarga de trabajo de los 
Juzgados Penales con los nuevos tipos delictivos agravados hizo que estos tipos delictivos, que son de más 
fácil prueba -tanto el hurto agravado como la tentativa de rapiña-, sean de más sencilla solución judicial. 
Entonces, estos procesos se están llevando con mucha rapidez. Como son muchos y se llevan con más 
rapidez que los habituales procesos penales por otros tipos delictivos, en el promedio bajaron la duración. Se 
aumentó la cantidad pero la mayor parte se resuelven de forma rápida; a veces en diez u once meses. Eso 
hizo bajar el promedio de aquellos que duran cuatro o cinco años. Estamos hablando de una mejor 
performance del sistema judicial que creemos que no va a ser sustentable por mucho tiempo. Es decir, por 
más que ese volumen de trabajo que se hace en corto tiempo haya rebajado el promedio hasta ahora en unos 
cinco meses, esa rebaja cada vez es menor. Es decir, los primeros tiempos la rebaja fue de casi dos o tres 
meses en un año, pero ahora ya se reduce en días; año a año, se reduce de quince a veinte días menos de 
promedio. Creemos que dentro de poco ya no vamos a poder bajar más este promedio de año y medio. Lo 
lamentable sería que por la continuidad en el volumen de expedientes empecemos el proceso contrario y ya 
no sirva para promediar; entonces, podamos volver a un aumento en la duración de los procesos que nos 


sacaría de esta razonabilidad que establecemos bastante confiadamente porque un año y medio no es un mal 
tiempo de proceso a nivel internacional. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR DÍAZ SERRA.- En virtud de lo que señaló la doctora Arriaga, me inquietan dos asuntos. 


En primer término, quiero saber cómo es, comparativamente, este plazo de un año y medio con relación a los 
países que nos rodean en América. 


En segundo lugar, deberíamos entender que el promedio ha descendido -de acuerdo con lo que explicó la 
doctora Arriaga- por este procesamiento más rápido de los delitos, pero, no obstante, todavía seguimos con la 
vieja costumbre de tener procesos de cuatro o cinco años de duración, que son la mayoría; es decir que 
seguimos teniendo esos procesos tan largos. 


SEÑORA ARRIAGA.- Sobre los plazos de otros países, aquí no tengo los datos, pero los conseguiré 
para una próxima sesión. Sí puedo decir que no están muy lejanos; en general, están en un plazo de un 
año o dos. 


En cuanto al otro tema puedo decir que hay algunos procesos que sí son muy largos, pero no son la mayoría, 
y esos son los que llevan el promedio hacia arriba. Por supuesto, son los más complejos. Más adelante los 
analizaremos a efectos de verlo en casos concretos. 


Según este criterio del año y medio, analizaremos cómo se presentan las causas por delitos inexcarcelables en 
Montevideo al día de hoy, cuántas personas presas están fuera de ese proceso razonable -lo veremos ahora- y 
cuántas lo están por estos dos tipos de delito, que son un poco el "leit motiv" del trabajo. 


Al 30 de noviembre, tenemos que 1.564 personas están presas por delitos inexcarcelables en 1.155 causas - 
esto es, precisamente, porque en cada causa hay pluriparticipación-; en 1993, solo tenemos un preso, es decir 
que el proceso más antiguo con alguien preso en este momento data del año 1993; en 1994, hay dos personas; 
en 1995, solo una; en 1996, cinco personas; en 1997, dos personas; en 1998, 37 personas; en 1999, 45 
personas, y a medida que se acerca en el plazo obviamente son más las personas presas que no tienen 
sentencia firme. 


Desde el año 2000 hasta ahora, cuando nos enfrentamos a las tres cifras, vemos que son procesos que tienen 
aproximadamente tres años, es decir, superaron el año y medio razonable hasta en el doble. No obstante, en 
general -ahora veremos cómo se desagrega esto-, están casi por tener la sentencia firme. Cuando en este caso 
nos referimos a la sentencia firme, estamos hablando de segunda instancia. 


¿En qué etapa procesal están esos 1.564 presos? En la primera etapa del proceso primario, en el sumario, hay 
382; en la ampliación sumarial 194 personas; ya con acusaciones, es decir, en plenario, ya sabiendo lo que 
pidió el Fiscal, 411 personas; con sentencia de primera instancia, 280 personas; en trámite en los Tribunales 
de Apelación, 281 personas, y en la Corte, con recurso de casación, 116 personas. 


De los 1.564 presos sin condena por delitos inexcarcelables, tenemos con procesos anteriores al 30 de mayo 
de 2002, 536 personas y con procesos posteriores a esa fecha, 1.028 personas. ¿Por qué al 30 de mayo? 
Porque es, precisamente, un año y medio para atrás. Es decir, hay 536 personas que superaron el plazo del 
año y medio, pero quizá ya tienen sentencia de primera instancia -ahora lo vamos a ver-; superaron el plazo 
del año y medio en cuanto a todo el proceso penal. Se trata de un 34% de la población que ya está por encima 
del promedio. De esos 536 presos en etapa de casación, hay 16 personas y en segunda instancia, 201; esos 
201 más las 16 personas ya tienen sentencia primaria; 147 están en el paso de la sentencia de primera 
instancia y con acusación fiscal 137 personas. Las 35 personas que figuran en el recuadro en rojo son las que 
más nos deberían preocupar, porque superaron el año y medio y todavía están en la primera etapa del 
proceso, es decir que ni siquiera tienen idea de lo que el Fiscal va a pedir, tienen la incertidumbre absoluta de 
cuál será su condena. De esas 35 personas hay 4 que están en la primera de las primeras etapas, casi que están 
para agregar en la planilla de antecedentes, en el momento en que recién lo procesan. En ampliación sumarial 
hay 31 personas. Los 4 presos que están en la primera etapa y que superaron el año y medio, en realidad, son 
del año 2002; es decir, tampoco son del año 1993. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


———Por supuesto que la duración del proceso no solo es atribuible a la sede judicial, sino a todos los 
actores del proceso judicial. En eso también tiene mucho que ver la defensa y la fiscalía, si pide 
pruebas complementarias. 


De los que están en ampliación sumarial, estas 31 personas en 20 causas, la causa más vieja es del año 1998. 
Hay una del año 1999, una del año 2000, 10 del 2001 y 7 del 2002. A la derecha del recuadro aparece el tipo 
delictivo de que se trata; como se advertirá, no son casos sencillos, es decir, la demora tiene mucho que ver 
también con el tipo de delito, y estamos hablando de rapiñas reiteradas, de asociaciones para delinquir 
mezcladas con temas de estupefacientes, de falsificaciones, de copamientos, de homicidios especialmente 
agravados, temas en los cuales la prueba demora el transcurso del proceso. 


Por último, pensamos que el delito por excelencia de los procesos inexcarcelables es la rapiña, y seguimos 
manteniendo el 40% en cuanto a esa incidencia, aunque en algún momento llegó a un 45%. Pero, la aparición 
del hurto agravado y la tentativa de rapiña hicieron correr esos porcentajes; tenían un 4% cada uno, como se 
mostraba en las otras gráficas, un 8% en total. Ahora, estamos en el 26%, que se discriminan así: 16% del 
hurto y 10% de la tentativa de rapiña. Eso fue lo que cambió el panorama general de la rapiña. Todos los 
demás delitos mantienen su porcentaje. La violación, el atentado violento al pudor están entre un 2% y 3%. 
El homicidio está entre el 9% y el 11% cada vez que aparecen estos resúmenes. El copamiento no tiene una 
gran incidencia, está en un 3%, quizás son los delitos más connotados públicamente, pero no son los más 
practicados en los hechos. 


Con este trabajo quisimos ilustrar el momento actual de la población reclusa por estos delitos inexcarcelables 
y, en particular, la incidencia de estos dos tipos delictivos que fueron agravados en sus mínimos punitivos a 
partir de la Ley N* 17.243. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un reconocimiento a este informe muy serio y documentado del 
estado de situación de la población reclusa, que hoy está congelado. 


SEÑOR RAVECCA.- Quiero señalar que acompaño a los presentes en cuanto a la manifestación de 
agradecimiento a la doctora Arriaga por su exhaustiva información técnica que mucho nos ha 
ilustrado. 


Con relación a la demora de los procesos penales, hay que tener en cuenta el problema que crea la 
acumulación de acciones y de causas. Sabemos que a veces dentro de un proceso penal puede haber un 
primario con un delito leve, pero está enrabado conjuntamente por acumulación de causas en un mismo 
proceso penal con siete u ocho más delincuentes. También, puede suceder que una persona es excarcelada 
provisionalmente y, sin haber terminado el proceso penal, comete otro delito, y ahí se produce la 
acumulación de causa. Todo eso provoca que se difiera al llegar a la cosa juzgada penal. 


Como el informe realizado por la doctora Arriaga es muy complejo, si la Comisión me lo permite, quisiera 
hacer una exposición en una próxima reunión relacionada con los temas de prevención -que es un problema 
casi esencialmente del Poder Ejecutivo-, de rehabilitación, de los índices de reincidencia, atando a todos los 
operadores del proceso penal, a través de un sistema penal que merece ciertas modificaciones. 


Como dijo el señor Presidente de la Comisión, el grave problema de los Jueces en el sistema penal actual es 
que el mismo magistrado que procesa, comprometido con su auto de procesamiento, después es la persona 
que tiene que dictar la sentencia condenatoria. Pero, no solo eso, en el régimen actual muchos profesionales 
se abstienen de interponer recursos de apelación al auto de procesamiento por la demora que supone que el 
Tribunal de Alzada son los Tribunales Penales, que son solo tres sumamente recargados. En el otro sistema 
los que tenían que intervenir en esa instancia eran los Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal, hasta 
la reforma de 1980 en el régimen vigente. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Hemos estado trabajando con la doctora Arriaga en un proyecto de ley vinculado a 
los artículos 341 y 344 del Código Penal, que llevaron el monto de la pena de tentativa de rapiña, de los 
hurtos con penetración domiciliaria y destreza y por sorpresa a un mínimo de dos años. Nuestra 


intención es que eso se fije en veinticuatro meses para poder permitir la excarcelación.. Creemos que el 
Proceso Penal necesita modificaciones más ambiciosas. Se han presentado proyectos de Código de 
Procedimiento Penal, pero por distintas circunstancias no han tenido aprobación, y han quedado por el 
camino. 


Hemos estado trabajando con la doctora Arriaga y nuestra intención era poner este proyecto, que solo tiene 
dos artículos, en conocimiento de la Comisión Tripartita. Hicimos una breve exposición de motivos, 
incluimos algunos datos de interés vinculados a estas gráficas en las que trabaja la Fiscalía de Corte y 
agregamos también un marco jurídico. La idea es que los compañeros de la Comisión Tripartita estudiaran 
este proyecto de ley y se enviara al Ministro el Interior para que lo analizara con sus asesores en la materia y 
en el 2004 presentar una iniciativa que sea propia de la Comisión Tripartita, que sería más importante a que 
lo presentaran la doctora Arriaga y SERPAJ. 


Por lo tanto, el proyecto contaría con las gráficas y algún material que podríamos agregar de números, que 
son siempre importantes y categóricos, proporcionado por la Dirección Nacional de Cárceles. Quiero señalar 
que traté de hacer una exposición de motivos pequeña, de no cargarla de elementos emotivos que pueden 
estar vinculados a la organización a la que pertenezco por el trabajo que realizo, con algunas conclusiones 
que sacamos más generales, en lo que hoy o mañana podrá ser la presentación de este proyecto por todos los 
compañeros de la Comisión Tripartita. 


Leeré la exposición de motivos del proyecto de ley que elaboramos, en la que figuran varios de los datos 
mencionados en el trabajo de la doctora Arriaga, luego se incluye un marco normativo y, por último, los dos 
artículos que constituyen la iniciativa. 


(Se lee:) 


——Indudablemente, de esta manera se van a ver beneficiados los reclusos que estén en condiciones de 
poder pedir a sus abogados la libertad provisional, su familia y la administración penitenciaria, porque 
va a poder trabajar de otra forma ya que parte de los reclusos -aunque hoy no puedo estimar en qué 
porcentaje- irá logrando su libertad porque, como decíamos, el hecho de que el mínimo del guarismo 
sea de veinticuatro meses posibilitará poder pedir la libertad provisional. Además, se va a ver 
beneficiada la sociedad porque de ese hacinamiento y esas cárceles que decimos que son escuelas del 
delito - donde no se puede trabajar con los reclusos-, creemos que se podrá pasar a locales donde haya 
menos gente, lo que va a permitir un régimen progresivo de pasaje de una etapa a otra, si es que hay 
espacios; hoy eso es impracticable. 


Por tanto, el planteo concreto sería agregar a la exposición de la doctora Arriaga esta documentación que 
propone la modificación de estos dos artículos del Código Penal que cambian los dos años por veinticuatro 
meses de prisión, que se haga un repartido entre los distintos integrantes de la Comisión, se estudie -no sé si 
esta es la última sesión del año; tal vez esto quede para el año que viene-, y se trate de lograr un consenso que 
presumo que será posible, porque aunque con algún matiz creo que en este tema todos estamos de acuerdo. 
De esa manera podríamos hacer un proyecto definitivo con una exposición de motivos generada por todos 
nosotros y luego habrá que hacer el "lobby" correspondiente por las respectivas bancadas para lograr cambiar 
ese espíritu que el Diputado Scavarelli en la sesión pasada decía que puede no corresponder con esta 
iniciativa. De cualquier forma, creo que haciendo llegar este proyecto al señor Ministro del Interior, se puede 
lograr que Poder Ejecutivo tome la incitativa en este tema -que estoy seguro que resulta de gran sensibilidad 
para el señor Ministro- y presente este proyecto como propio. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una puntualización. Basta con que un solo legislador, tanto en 
la Cámara de Representantes como en el Senado, presente un proyecto de ley para que este deba ser 
considerado. No obstante, creo que el camino que proponen el doctor Payssé y la doctora Arriaga, 
como coautora del proyecto, no solamente es bueno sino que personalmente estoy convencido de que es 
el mejor. 


Por tanto, podemos proceder a tratar el proyecto aquí, y como bien decía el doctor Payssé, luego 
consultaremos con el señor Presidente de la Comisión -que hoy no está presente- si existe la posibilidad de 
realizar una nueva sesión en el correr de este año o si esto deberá esperar al año próximo. 


Reitero que considero que el camino propuesto por el doctor Payssé no solamente es de recibo sino que creo 
que es el mejor a los efectos de llevar un proyecto lo más adelantado y consensuado posible. Como se decía 
fuera de actas creo que más allá de la presentación de esta iniciativa por parte por los integrantes de 
Comisión de Derechos Humanos se debería citar la fuente porque me parece importante y es una de las cosas 
más que reivindican la existencia de este Grupo Tripartito y nos hacen creer que han surgido cosas positivas, 
no solo en lo puntual o en lo asistencial, Esta es uno de los temas que veníamos planteando hace tiempo. 
Muchas de las preocupaciones aquí planteadas, con el asesoramiento y el aporte tan calificado que hemos 
recibido, pudieron plasmarse en un proyecto de ley, así que el reconocimiento por el trabajo al doctor Payssé 
y a la doctora Arriaga. Sin que lo diga el resto de los miembros, creo que hay asentimiento en que la copia 
circule -como lo solicitaba el doctor Payssé- y en que traigamos para una reunión a convenir luego -no sé si 
podrá ser este mismo año o en el próximo- la opinión para enriquecerlo, corregirlo o modificarlo y para que 
sea presentado finalmente en el ámbito parlamentario con la metodología que el doctor Payssé proponía. 


SEÑORA ARRIAGA.- Quería hacer una aclaración: la Fiscalía de Corte únicamente aportó a SERPAJ 
la información básica como para poder darle una exposición de motivos numérica, con datos concretos 
de la realidad, pero el proyecto es de SERPAJ. 


SEÑORA SECRETARIA. A nivel de la Secretaría de la Comisión estamos proyectando realizar la 
última visita del año para retirar la correspondencia de los establecimientos carcelarios. No hemos 
podido fijar aún la fecha porque la Cámara tiene la última sesión del Período el próximo lunes pero 
con un extenso orden del día donde aparentemente habría alguna otra citación; estamos un poco 
pendientes de eso para saber qué día de la semana vamos a poder concurrir. De todos modos, si a los 
miembros de este grupo les interesa conocer la fecha en que vayamos, porque eventualmente quieran 
incorporarse a esta última visita, nosotros les avisaríamos día y hora. Sabemos que va a ser a la hora 8 
y 30, pero no qué día. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR CHIFFLET.- Quería dejar constancia de que tanto para la reunión de la Comisión como para 
el retiro de la correspondencia de los buzones yo estoy a la orden, no habiendo sesión de Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que nos sumamos al planteo del señor Diputado Chifflet. 


SEÑOR NAVAS.- Ratificando lo que decía la señora Secretaria, quiero decir que siempre es muy 
importante que acompañe a la señora Secretaria un legislador, de manera que la población reclusa 
identifique claramente que está presente la Comisión de Derechos Humanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me sumo a lo que dice el señor Diputado Chifflet y acepto la sugerencia que 
formula el señor Inspector Navas. 


(Diálogos) 


SEÑOR PAYSSÉ.- Estamos estudiando la posibilidad de presentar en la primera sesión del año que 
viene un proyecto de ley sobre el tema de los reclusos que tienen alguna enfermedad terminal, con la 
intención de que no permanezcan recluidos. Es un tema que se ha hablado a lo largo de este año aquí y 
al respecto hemos hecho alguna consulta así como también hemos conseguido material. Es algo que 
quería trasladar a la Comisión a los efectos de que si alguien tiene algún material a nivel de derecho 
comparado y nos lo puede dar a conocer, de repente se puede elaborar algo más completo. Sería una 
forma de desahogar las cárceles con personas que obviamente no pueden permanecer presas sino en 
prisión domiciliaria u hospitalaria, quizás con una especie de caución de alguien que se haga 
responsable de esa persona en el momento de pasar a esa otra situación. 


Reitero que la idea es plantear este proyecto para que lo analice este grupo tripartito y que luego siga el 
camino correspondiente. 


SEÑOR NAVAS.- Voy a dar una opinión, de atrevido, porque no soy abogado, pero en definitiva vivo la 
situación de los reclusos. Creo que no solo habría que incluir a los que tienen enfermedades terminales 
sino también a aquellos que están totalmente incapacitados, parapléjicos, tetrapléjicos, individuos 
totalmente dependientes de los demás reclusos, o de la asistencia, que con frecuencia están en 
condiciones deplorables, y se originan verdaderas situaciones dramáticas. Por ejemplo, son comunes 
que desde el interior nos los mandan a Montevideo y terminan en el Hospital Saint Bois desde donde a 
su vez hemos recibido distintos mensajes exhortándonos a que busquemos otro lugar para llevarlos. 
Esto lleva a otro problema que es la insistencia en que el Ministerio de Salud Pública nos asigne un 
hospital general para concentrar a todos los reclusos, pero ese es otro tema. 


Volviendo al punto, creo que podría incluirse en ese proyecto porque están en una situación sumamente 
extraordinaria y especial. No sé si el proyecto de ley de medidas y penas alternativas a la prisión pueda 
contemplar, por ejemplo en el arresto domiciliario, una alternativa para ellos. Quizás por ese lado podría ser. 


Aprovecho para comentar que la semana pasada la empresa que hizo una presentación sobre sistemas de 
monitoreo electrónico para arresto a domicilio o para salida laboral controlada, en el Ministerio del Interior y 
ante el Grupo Tripartito de Trabajo, el Parlamento, los Jueces y las personas que quisieron concurrir, estuvo 
en nuestras unidades capacitando personal para la operación de pulseras y tobilleras, para el caso en que se 
decida implementar ese sistema en Uruguay, lo cual vino con la debida autorización del Ministerio del 
Interior. Quiere decir que hay personal instruido. Pero nosotros les aclaramos que quien dispone eso es el 
Juez. La Suprema Corte de Justicia emitió una acordada autorizando a los Jueces a disponer medidas como el 
arresto domiciliario u otras alternativas, utilizando tanto la pulsera como la tobillera como sistema de 
monitoreo electrónico de los procesados que reúnan los requisitos, es decir que sean primarios, con delitos 
leves, que no constituyan un peligro para la sociedad, etcétera. Esa medida aún no se ha llevado a la práctica, 
pero eventualmente podría contribuir a evitar el incremento de la sobrepoblación carcelaria y a disminuir la 
probabilidad del contacto criminógeno, que hoy por hoy ocurre, con gente que en lugar de ir a la cárcel 
podría cumplir medidas alternativas. 


SEÑORA ARRIAGA.- Como sé que siempre están necesitando información actualizada de los 
procesos, voy a dejar el relacionado de los presos por delitos inexcarcelables, con el estado actual de su 
expediente, que fue confeccionado para el 30 de noviembre por los técnicos del sector procesal del 
centro de apoyo del Ministerio Público. 


SEÑOR NAVAS.- Entonces, infiero que, afortunadamente, para antes de fin de año vamos a tener el 
informe sobre el estado de la causa de los procesados por delitos inexcarcelables. Eso sería muy 
importante. 


SEÑORA ARRIAGA.- Lo tendrán en esta semana. 


SEÑOR PAYSSÉ.- No sé si tendremos el repartido del proyecto para la próxima sesión, con la 
documentación que agregó la doctora Arriaga. Pregunto si se podría elevar simultáneamente al 
Ministerio del Interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como contamos con un delegado del Ministerio del Interior, naturalmente le 
va a llegar. De lo contrario entraríamos en el problema de la vía formal de que debería ser enviado por 
una Comisión parlamentaria que todavía no ha tomado conocimiento, si bien esta es una reunión de 
trabajo de esa misma Comisión. Creo que el asunto está salvado en la medida en que el Ministerio del 
Interior está representado, y a los efectos del avance que nos estamos planteando creo que también es 
necesario contar con la opinión previa del señor Ministro. 


En realidad, lo que corresponde es que una vez que ingrese formalmente el proyecto se hagan las consultas 
pertinentes a través de la Comisión. De todos modos, lo que podamos adelantar va a ser más que positivo. 


Recibimos con mucho agrado el nuevo anuncio que formula el doctor Payssé. Es un problema que ha estado 
planteado reiteradamente y creo que necesita una solución legislativa. En ese sentido, comparto el espíritu de 
lo que planteaba el inspector Navas. 


Tengo entendido que en la jornada de ayer el Senado finalmente votó el proyecto de ley de penas alternativas 
que ya había sido aprobado por la Cámara de Representantes. Leí esta mañana un trascendido de prensa que 
creo que así lo confirma, y sin duda va a significar un avance, aunque no necesariamente contempla -más allá 
de que pueda haber algunas interpretaciones- toda esta problemática porque el perfil en aquel momento 
estaba definido por delitos de determinada magnitud y calidad de primario. Me refiero a la calidad de 
enfermero o minusválido. 


Entonces, me sumo a la inquietud del inspector Navas pero creo que va a haber que contemplarlo 
expresamente, y tal vez puedan incorporarse otros elementos en el transcurso de la discusión. 


Sabemos -porque así nos lo ha dicho el señor Diputado Scavarelli, Presidente de la Comisión de Derechos 
Humanos- de la intención de volver a reunir a este grupo en el transcurso de este año. Tememos que la 
disponibilidad de fechas no esté acorde con esta intención, para conocer el informe que el doctor Ravecca y 
el proyecto que ha adelantado el doctor Payssé -más allá de la consideración que nos pueda merecer el otro 
que también se anuncia-, pero de todas formas les agradecemos sinceramente por todo lo que han colaborado 
y por la disposición para este trabajo, aunque sé que es causa común. 


Este ha sido un año de labor que ha cristalizado en temas concretos en esta Comisión. La presentación del 
doctor Payssé y el anuncio nos confirman la necesidad de que los aportes de este grupo puedan plasmarse en 
proyectos legislativos que sin duda hacen falta para la problemática carcelaria. 


También queremos destacar el compromiso renovado y permanente de seguir trabajando y colaborando con 
este grupo el próximo año. Soy de los que cree que con la incorporación efectiva en el ámbito del sistema 
penitenciario uruguayo del comisionado parlamentario para el sistema carcelario, la Comisión de Derechos 
Humanos cede buena parte de la temática que viene considerando habitualmente, lo que constituye un avance 
en la medida en que tendríamos una persona que haga el nexo con el ámbito parlamentario, de presencia 
cotidiana, encargado de labores administrativas, etcétera. 


Independientemente de que exista la figura del comisionado parlamentario -¡ojalá que el año próximo se 
constituya en una realidad efectiva y eficiente!- creo que este ámbito de reflexión, con todo el intercambio 
que aquí se produce y los aportes que vienen haciendo y seguramente continuarán haciendo en el futuro, va a 
ser más que necesario, por lo cual estamos comprometiendo para que el año próximo sigamos todos en este 
grupo de trabajo, donde ojalá podamos contar con un comisionado parlamentario a quien pondríamos a 
disposición esos aportes. Más adelante veremos si lo podemos tener como un invitado permanente de este 
grupo de trabajo. 


Si no nos vemos antes de fin de año, les deseamos que lo culminen muy bien y que para cada uno, a nivel 
personal, familiar y en los ámbitos donde trabaja, las cosas sean mejor. Tenemos la fuerte esperanza de que - 
como pusimos en la tarjeta de saludo- unidos no habrá imposibles. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 12 y 25) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


